Acusada: SVTO
Delitos: Constreñimiento al sufragante agravado 

Procede: Juzgado 7º Penal del Circuito de esta localidad.
Rad. # 66001-6000-058-2015-00392-03

Asunto: Apelación víctima contra sentencia absolutoria

Decisión: Confirma fallo opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONSTREÑIMIENTO AL SUFRAGANTE / ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA / AUSENCIA DE UNOS DE LOS ELEMENTOS NORMATIVOS DEL TIPO / CONSTREÑIMIENTO ILEGAL / ANTIJURIDICIDAD MATERIAL / ACOSO LABORAL / CONSTITUYE FALTA DISCIPLINARIA Y NO DELITO / SUSTENTACION DE LA APELACIÓN / SU OMISION DA LUGAR AL RECHAZO O NEGACIÓN DEL RECURSO Y NO A DECLARARLO DESIERTO.
… para la Sala no existe duda alguna que en el presente asunto nos encontramos en presencia de una de las hipótesis de indebida o inadecuada sustentación del recurso de alzada, porque el apelante con los argumentos invocados prácticamente nada dijo para refutar aquello que del fallo opugnado generó su inconformidad, lo que a su vez trae como consecuencia que dicho recurso deba ser denegado, como bien lo ha hecho saber la Corte en los siguientes términos: 

“Dada la trascendencia de este principio, estima la Sala que en aquellos eventos en que media algún grado de sustentación del recurso de apelación, de considerarse ésta indebida o insuficiente, lo procedente no es la declaración de desierto que, como se dijo, solo contempla como medio de control el recurso de reposición, sino su rechazo o negación, a efectos de habilitar la posibilidad…”
… inicialmente la Sala dirá que con la tesis de la discrepancia propuesta por el apelante, válidamente se puede colegir que de manera tácita estaría acolitando que en efecto los hechos endilgados a la Procesada se adecuan al delito de constreñimiento ilegal tipificado en el artículo 182 C.P. ya que sería un sinsentido pensar que con su inconformidad propende por el delito de constreñimiento al sufragante por cuanto además de su atipicidad, como atinadamente lo adujo el Juzgado de primer nivel…
Para poder demostrar la anterior hipótesis, vemos que de la descripción que el artículo 182 C.P. hace del delito de constreñimiento para delinquir, se exige que los actos de constreñimiento efectuados por el sujeto agente, los cuales deben ser idóneos, tengan como finalidad o el propósito el de doblegar la voluntad del sujeto pasivo del delito para que haga, tolere u omita alguna cosa, lo que a su vez debe    afectar la autonomía personal de la víctima, que vendría siendo el objeto jurídico del delito, al pretender obligarlo a hacer o tolerar algo que no quiere o que no es de su agrado. (…)

En suma, al encontrarnos en presencia de unos supuestos actos de hostigamientos fraguados por la Procesada a modo de retaliación porque el ofendido no hizo algo que Ella quería o pretendía que hiciera, lo que sucedió dentro de un escenario laboral, a lo que se le debía sumar que las pretensiones que perseguía la actora, en su calidad de superior jerárquico de la víctima, no eran otras diferentes que la de conseguir su renuncia, para la Sala no existe duda alguna que en el presente asunto nos encontramos en presencia de unos típicos actos de acoso laboral, en la modalidad de persecución…
Posiblemente en el presente asunto nos encontrábamos en presencia de unas conductas de acoso laboral, en la modalidad de persecución, las que no han sido tipificadas como delito sino como falta disciplinaria.
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Pereira, veintitrés (23) de junio de dos mil veinte (2020)
Aprobado por acta No. 475

Hora: 10:00 a.m. 
Acusada: SVTO
Delitos: Constreñimiento al sufragante 

Rad. # 66001-6000-058-2015-00392-03
Asunto: Se desata un recurso de apelación interpuesto por la víctima en contra de sentencia absolutoria
Procede: Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta localidad
Decisión: Confirma fallo opugnado
VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de alzada interpuesto por parte de la Victima en contra de la sentencia absolutoria proferida por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta localidad en las calendas del 28 de febrero hogaño dentro del proceso que se adelantó en contra de la Sra. SVTO, quien fue acusada de incurrir en la presunta comisión del delito de constreñimiento al sufragante.
ANTECEDENTES:
Acorde con los hechos jurídicamente relevantes consignados en el escrito de acusación, se aduce que cuando la señora SVTO se desempeñaba en el cargo de Secretaria de Gestión Inmobiliaria de la ciudad de Pereira, durante el periodo comprendido entre el mes de septiembre del 2.014 hasta el mes de octubre del 2.015, desplegó acciones tendientes a presionar a las personas que tenía a su cargo, tanto funcionarios como contratistas, para que ellos y sus familias votaran por unos candidatos a unos cargos de elección popular que ella les indicaba, concretamente por las señoras MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES Y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO, quienes respectivamente eran candidatas al Concejo Municipal y la Asamblea Departamental por el partido de la “U”.
Dicha información llegó a la Fiscalía General de la Nación (FGN) por medio de denuncia formulada el 10 de noviembre de 2015 por el Sr. LUIS FERNANDO GÁLVEZ MONTOYA, quien expuso que se desempeñó como contratista de esa Secretaría desde el 2 de febrero de 2.008 hasta el 7 de noviembre de 2.014, y que fue obligado a renunciar por no acceder a las presiones de la denunciada, quien a modo de retaliación “inició un ataque sistemático y personal en su contra”, porque él y otras personas no asistieron al lanzamiento oficial de las candidaturas de las personas arriba señaladas, la que tuvo lugar en horas de la tarde del 25 de octubre de 2.014, en la calle 20 # 10-18.

Según asevera el denunciante, las represalias de la denunciada llegaron tal extremo de inquina, que posteriormente de manera expresa le pidió al gerente de INFIPEREIRA, JAVIER MONSALVE, que no lo contratara en un cargo ofertado por esa entidad. 
LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) Luego de culminadas las labores investigativas, la FGN el 17 de noviembre de 2016 ante el Juzgado 3º Penal Municipal de esta localidad, con Funciones de Control de Garantías, le enrostró cargos a la Sra. SVTO por presuntamente haber incurrido en la comisión de los delitos de constreñimiento al sufragante, con circunstancias de agravación punitiva, por tratarse de una servidora pública art. 387 inc. 3 del C.P., en concurso con el reato de intervención en política art. 422 del C.P. cargos que no fueron aceptados por la encartada.
2) El 18 de enero de 2017 la delegada del Ente Acusador presentó el escrito de acusación, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado 7º Penal del Circuito Local, quien después de varios aplazamientos imputables a la procesada y su defensa, logró realizar la audiencia de acusación el 9 de agosto de ese año. La audiencia preparatoria se inició el 18 de septiembre de 2018 y luego de muchos avatares pudo ser culminada el 25 de enero de 2.019.
3) La audiencia de juicio oral se llevó a cabo los días 3 de julio; 12, 14, 22 de agosto y 4 de septiembre de 2.019, y una vez terminada la etapa probatoria y luego de haberse efectuado los alegatos de conclusión, el Juzgado de conocimiento, en lugar de anunciar el sentido del fallo, decidió proferir un auto en el que decretaba la nulidad de todo lo actuado desde la audiencia de formulación de la imputación inclusive con respecto del delito de intervención en política, y en consecuencia, frente a ese delito, procedió a decretar la preclusión de la acción penal acorde con lo consignado en el # 1º del artículo 332 C.P.P. 
4) En Contra esa decisión, se alzaron de manera oportuna tanto la Fiscalía, la Defensa y la Víctima, quienes oralmente sustentaron sus alzadas en esa vista pública. Dichos recursos de apelación fueron desatados por esta Corporación mediante providencia del 4 de octubre de 2.019 mediante la cual se revocó la decisión del Juzgado A quo de decretar la nulidad de todo lo actuado desde la audiencia de formulación de imputación, e igualmente confirmó el proveído por medio del cual decretó la preclusión de la actuación en lo que tenía que ver con los cargos endilgados en contra de la acusada SVTO por incurrir en la presunta comisión del reato de intervención en política.

5) Luego que la actuación regreso al Juzgado de primer nivel, el A quo mediante sentencia del 28 de febrero hogaño procedió a absolver a la Procesado de los cargos endilgados en su contra por incurrir en la presunta comisión del delito de constreñimiento al sufragante.

6) En contra del fallo absolutorio se alzaron tanto la Fiscalía como el apoderado de la víctima. Pero luego la Fiscal recurrente presentó una petición en la que desistía del recurso de apelación, la que a su vez fue admitida por el Juzgado de primer nivel mediante auto del 6 de marzo de los corrientes. 
EL FALLO OPUGNADO:

Se trata de la sentencia proferida el 28 de febrero hogaño por parte del Juzgado 7º Penal del Circuito de esta localidad mediante la cual se absolvió a la procesada SVTO de los cargos endilgados en su contra, los cuales estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de constreñimiento al sufragante.

Los argumentos invocados por el Juzgado de primer nivel para dictar el fallo absolutorio, se fundamentaron en aducir que era atípica, por ausencia de uno de los elementos normativos del tipo, la conducta punible enrostrada por el Ente Acusador a la Sra. SVTO por lo siguiente: 
· El delito de constreñimiento al sufragante, tipificado en el artículo 387 C.P. para su adecuación típica requiere de un elemento normativo relacionado con que los actos de violencia física o moral ejecutados en contra del elector tengan como fin el favorecimiento de un candidato, de una lista de candidatos o para que se sufrague en blanco.
· Acorde con lo consignado en la Constitución Política en los artículos 108, 107 y 272, en consonancia con lo reglado en la Ley # 2.241 de 1.986, la condición de candidato se adquiere a partir del momento en el que una persona, a nombre de un partido o de un movimiento político, se inscribe para aspirar a un cargo de elección popular en la Registraduría del Estado Civil. 
· Según la teoría de la Fiscalía, se dice que la Procesada constriñó al quejoso LUIS FERNANDO GÁLVEZ MONTOYA para que votara en favor de las candidaturas de las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO, quienes respectivamente eran candidatas al Concejo Municipal y la Asamblea Departamental por el partido de la “U” en el certamen electoral que se iba a llevar a cabo para el periodo 2.016-2019. 
· Cuando ocurrieron los hechos, o sea durante el periodo comprendido entre febrero de 2.008 a noviembre de 2.014, las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO no detentaban la condición de candidatas a un cargo de elección popular sino la de precandidatas.
· Acorde con las pruebas habidas en el proceso, se demostró que solamente la Sra. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES se inscribió el 22 de julio de 2.015 por el partido de la “U” como candidata para aspirar a una curul en el Concejo municipal de Pereira. Mientras que la Sra. BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO no figuraba inscrita para ningún cargo de elección popular, por cuanto esta señora solo fungió como precandidata.
· Los hechos relacionados con las supuestas presiones a las que fue sometido el Sr. LUIS FERNANDO GÁLVEZ MONTOYA para que votara en favor de las candidaturas de las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO, datan del lapso comprendido entre febrero de 2.008 a noviembre de 2.014, periodo en el que la Sra. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES no tenía la condición de candidata sino de precandidata, por cuanto todo sucedió 8 meses antes de que la aludida ciudadana detentara tal calidad. 
Pese a que la conducta enrostrada a la procesada SVTO debía ser considerada como atípica por ausencia de uno de los elementos normativos del delito de constreñimiento al sufragante, el Juzgado de primer nivel procedió a valorar el acervo probatorio a fin de determinar sí, acorde con la teoría de la congruencia flexible, la acusada con el proceder endilgado en su contra había incurrido en la comisión del delito de constreñimiento ilegal consagrado en el artículo 182 C.P.

En tal sentido, el Juzgado A quo, luego de apreciar las pruebas debatidas en el juicio, llegó a la conclusión consistente en que el acervo probatorio en momento alguno demostraba que la Procesada haya constreñido a 50 o 70 contratistas de la administración municipal para que favorecieran las aspiraciones electorales de dos precandidatas, por lo siguiente: 

· Las 3 fotografías y las 2 capturas en pantalla de una conversación sostenida en la red social WhatsApp solo hacían referencia de una eventual participación en política por parte de la Procesada mediante una convocatoria que se efectuaba a unas personas para que asistieran a un acto de carácter proselitista. Pero ello se tornaba en irrelevante por cuando la acusada fue favorecida de una preclusión por el delito de intervención en política.   
· En contra de esos medios de conocimiento existen indicios que demuestran que pudieron haber sido editados, lo que pone en tela de juicio su autenticidad porque los mismos no fueron creados ni obtenidos por la víctima.
· El testigo JAVIER MONSALVE fue claro en aseverar que en momento alguno la Sra. SVTO haya tenido incidencia alguna en su decisión de no contratar al Sr. LUIS FERNANDO GÁLVEZ MONTOYA en el INFIPEREIRA.

· La testigo DAMARIS QUINTERO LÓPEZ, desmiente lo dicho por LUIS FERNANDO GÁLVEZ respecto a la sobrecarga laboral de la que fue víctima, ya que si bien la Sra. SVTO le dio unas órdenes en tal sentido, Ella hizo caso omiso de tales requerimientos, por cuanto decidió repartir el trabajo de manera equitativa.   
LA APELACIÓN:
Las discrepancias del recurrente con lo resuelto y decidido por el Juzgado de primer nivel, están circunscritas con la valoración del acervo probatorio, en especial con el poder suasorio dado a las pruebas testimoniales de descargo, las que en sentir del apelante no se le debió conceder credibilidad alguna por tratarse de unas personas que fungieron como funcionarios y contratistas de la Secretaría de Gestión Inmobiliaria, en donde ocurrió el constreñimiento ilegal, quienes eran afiliados del partido político de la “U”, movimiento político al que también pertenecía la Procesada, y que se encontraban bajo la autoridad de la acusada, por lo cual era obvio que Ellos iban a declarar en su contra. Lo que se vislumbra con el testimonio absuelto por JAVIER MONSALVE, quien por su condición de copartidario de la Procesada decidió declarar en favor de Ella. 
De igual manera el apelante adujo que el Juzgado A quo con la decisión confutada ignoró que Él y otros funcionarios, V.gr. DAISY URREA y DAMARIS QUINTERO, fueron víctimas de un ataque sistemático propiciado por la Procesada como retaliación porque Ellos decidieron no apoyar a las candidatas que la Sra. SVTO pretendía favorecer. Razón por la que fue víctima de una persecución laboral cuando a instancias de la Procesada se le incrementó la carga laboral en un 300%, lo que se hizo a través de la Sra. OLGA LUCIA DUARTE, quien era la encargada de manejar la correspondencia. 

Asimismo, el apelante aseveró que no es cierto lo dicho por el Juzgado de primer nivel respecto a que todo fue producto de una trama urdida por la víctima para evitar que decretaran el incumplimiento del contrato que tenía con la administración municipal, lo que es algo ilógico porque en los 8 años en los que fungió como contratista del municipio de Pereira, fue felicitado y exaltado por su labor, tanto es así que jamás se inició en su contra una actuación administrativa por incumplimiento contractual, ni se le llamó la atención por ello. 
Finalmente, el apelante adujo que no compartía los argumentos invocados por el Juzgado de primer nivel para considerar que la conducta enrostrada a la procesada SVTO no se adecuaba típicamente en el delito de constreñimiento al sufragante sino en el reato de constreñimiento ilegal, el que es un tipo penal más favorable para los intereses de la acusada, porque de las pruebas habidas en el proceso se demostró que la acriminada le ordenó a la Sra. DAMARIS QUINTERO que le incrementara la carga laboral con la finalidad de obligarlo a renunciar. De igual manera, estaba demostrado que la acusada se comunicó con JAVIER MONSALVE para pedirle que no lo contratara en el INFI. Así como no existía duda alguna de las presiones a las que el quejoso fue sometido para que apoyara las precandidaturas de las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:
Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.
- Problemas Jurídicos:
De lo dicho por los recurrentes, le corresponde a la Sala resolver como problemas jurídicos los siguientes:

¿Se equivocó el Juzgado de primer nivel cuando adujo que como consecuencia de la atipicidad del delito de Constreñimiento al sufragante, los hechos por los cuales la procesa SVTO fue acusada se adecuaban al delito de constreñimiento ilegal?
¿Incurrió el Juzgado A quo en errores al momento de la valoración del acervo probatorio?

- Solución: 
1. Los cargos relacionados con la errónea calificación jurídica. 

Mediante el presente cargo el recurrente pretende cuestionar la decisión adoptada por parte del Juzgado de primer nivel cuando llegó a la conclusión consistente en que la conducta enrostrada en contra de la procesada SVTO no se adecuaba típicamente en el delito de constreñimiento al sufragante, tipificado en el artículo 387 C.P. debido a que dicho reato para su adecuación típica requiere de un elemento normativo consistente en que las personas que resultarían favorecidas con los actos de constreñimiento deben detentar la calidad de candidatos a un cargo de elección popular, condición está que para la fecha de los hechos en momento alguno ostentaban las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO. Razón por la que el Juzgado A quo coligió que era factible que los comportamientos enrostrados a la procesada SVTO se adecuaban típicamente en el delito de constreñimiento ilegal consagrado en el artículo 182 C.P.

Es de anotar que el recurrente para demostrar la tesis de su inconformidad solo acudió a invocar argumentos genéricos, escuetos e indeterminados mediante los cuales adujo que en el proceso estaba demostrado que Él fue víctima de una serie de persecuciones y de acosos laborales propiciados, a modo de represalias, por parte de la Sra. SVTO por su decisión de no acceder a participar en unos actos proselitistas que se hacían en favor de las precandidaturas de las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO, quienes aspiraban a ocupar unas curules en unos cargos de elección popular.  
Para la Sala los escuetos argumentos esgrimidos por el recurrente para demostrar su inconformidad con el fallo confutado, no satisfacen las exigencias requeridas por el artículo 179A C.P.P. para una adecuada sustentación del recurso de apelación por cuanto no se estaba en presencia de un asunto probatorio sino de un debate eminentemente dogmático en el que al apelante le asistía la carga de proponer argumentos para rebatir lo dicho por el Juzgado de primer nivel, quien sustentó su decisión con base en la tesis consistente en que la conducta enrostrada en contra de la Procesada es atípica por la ausencia de uno de los elementos normativos del delito de constreñimiento al sufragante, tipificado en el artículo 387 C.P. Pero vemos que el apelante no hizo ni dijo nada para refutar dicha hipótesis, por cuanto, se reitera, su inconformidad estuvo circunscrita en proponer de manera genérica argumentos relacionados con errores en la apreciación del acervo probatorio, los cuales, por ser algo ajeno o extraño al debate, el que giraba en torno a aspectos relacionados con el derecho sustancial y no con el derecho procesal, nada tenían que ver con el escenario de la atipicidad del delito de constreñimiento al sufragante; lo que en últimas generó una inadecuada sustentación del recurso de alzada, como bien lo ha hecho saber la Corte en los siguientes términos:  

“Conforme se desprende de la norma transcrita, no se somete a duda alguna, la necesidad de sustentar la impugnación, pero la misma norma es clara en señalar que no basta la mera sustentación o defensa de una posición, sino que esa sustentación debe ser la debida, la adecuada, la apropiada al caso. Esto lleva a concluir que no es suficiente la mera exposición de argumentos que tiendan a defender una determinada postura, sino que es preciso que esa argumentación esté orientada a controvertir de manera seria la decisión impugnada, señalando las razones del disenso, destacando cuáles pueden ser las falencias de la providencia y de qué manera tal decisión no resulta acertada y acorde con el ordenamiento, todo ello siempre sin perder de vista el substrato fáctico sobre el cual se realiza el debate. La sustentación debe señalar con claridad qué es lo que se pretende…”
.

Siendo así las cosas, para la Sala no existe duda alguna que en el presente asunto nos encontramos en presencia de una de las hipótesis de indebida o inadecuada sustentación del recurso de alzada, porque el apelante con los argumentos invocados prácticamente nada dijo para refutar aquello que del fallo opugnado generó su inconformidad, lo que a su vez trae como consecuencia que dicho recurso deba ser denegado, como bien lo ha hecho saber la Corte en los siguientes términos: 

“Dada la trascendencia de este principio, estima la Sala que en aquellos eventos en que media algún grado de sustentación del recurso de apelación, de considerarse ésta indebida o insuficiente, lo procedente no es la declaración de desierto que, como se dijo, solo contempla como medio de control el recurso de reposición, sino su rechazo o negación, a efectos de habilitar la posibilidad que la parte afectada interponga, si lo estima pertinente, el recurso de queja.

Lo anterior, por cuanto no resulta razonable que la posibilidad de revisión por el superior jerárquico de una decisión, cuando se ha hecho uso de la oportunidad procesal para exhibir las razones de inconformidad con aquélla, quede supeditada exclusivamente al arbitrio del juez que la emitió. Ello por cuanto la declaratoria de desierto del recurso de alzada impide de plano que otro funcionario revise si, en efecto, los argumentos expuestos son insuficientes para activar la competencia de la segunda instancia.

Por ello, reitera la Sala, siempre que haya controversia en torno a si el impugnante cumplió con la carga de sustentación suficiente de la alzada, deberá denegarse esta con el propósito de permitir al interesado la interposición de queja, para que sea el superior jerárquico quien decida sobre la idoneidad de la fundamentación…”
.

Por lo tanto, al no cumplir el apelante con el requisito de la adecuada sustentación, a la Colegiatura no le queda otra opción diferente que la de denegar el recurso de alzada interpuesto por la representación de la víctima en lo que atañe con los argumentos aducidos para expresar su discrepancia con la atipicidad del delito enrostrado a la Procesada y su errónea calificación jurídica.  

2. Los yerros de apreciación probatoria.

Mediante el presente cargo, el recurrente cuestiona la valoración probatoria efectuada por el Juzgado de primera instancia, porque en sentir del apelante el Juzgado A quo no tuvo en cuenta la parcialidad de muchos de los testigos que acudieron al juicio, quienes declararon en favor de los intereses de la procesada SVTO como consecuencia de que esos testigos hacían parte del mismo movimiento político en el que militaba la acusada, así como de los nexos de subordinación laboral que tenían con Ella. 

Frente a lo anterior, inicialmente la Sala dirá que con la tesis de la discrepancia propuesta por el apelante, válidamente se puede colegir que de manera tácita estaría acolitando que en efecto los hechos endilgados a la Procesada se adecuan al delito de constreñimiento ilegal tipificado en el artículo 182 C.P. ya que sería un sinsentido pensar que con su inconformidad propende por el delito de constreñimiento al sufragante por cuanto además de su atipicidad, como atinadamente lo adujo el Juzgado de primer nivel, acorde con lo dicho en el acápite anterior, la Víctima apelante no cumplió con las cargas procesales que le asistían de una debida sustentación del recurso de alzada. 

Sí lo anterior es así, como en efecto lo es, la Sala es de la opinión consistente en que la conducta enrostrada a la acusada SVTO no se adecua típicamente en el delito de constreñimiento ilegal, lo que a su vez, por sustracción de materia, dejaría sin piso la tesis de la inconformidad propuesta por el apelante, ya que pese a los supuestos yerros probatorios en los que incurrió el A-quo de todas maneras se imponía la absolución.
Para poder demostrar la anterior hipótesis, vemos que de la descripción que el artículo 182 C.P. hace del delito de constreñimiento para delinquir, se exige que los actos de constreñimiento efectuados por el sujeto agente, los cuales deben ser idóneos, tengan como finalidad o el propósito el de doblegar la voluntad del sujeto pasivo del delito para que haga, tolere u omita alguna cosa, lo que a su vez debe    afectar la autonomía personal de la víctima, que vendría siendo el objeto jurídico del delito, al pretender obligarlo a hacer o tolerar algo que no quiere o que no es de su agrado.

En tal sentido, la Corte ha dicho:

“El constreñimiento tiene lugar entonces por el uso de medios coactivos que subyuguen el consentimiento del sujeto pasivo, o con el uso de amenazas que intimiden a alguien con el anuncio de la provocación de un daño o mal futuro, que, en todo caso, no deba soportar...”
.

De igual manera la Sala no puede pasar por alto que en lo que tiene que ver con el reato en mención, es un tipo de mera conducta, porque no requiere para su perfeccionamiento que efectivamente se obtenga lo querido por el sujeto agente. Asimismo dicho reato se puede catalogar como un tipo penal compuesto, porque consagra varios verbos rectores que describen diversos comportamientos de acción y de omisión que debe efectuar el sujeto pasivo, a quien se le compele para que haga, realice, ejecute algo que no quiere; o que en contra de su voluntad no haga o se abstenga de realizar algo de lo que no está conforme o que no es de su agrado, o que lo soporte o tolere. 
Sobre las características del delito de constreñimiento para delinquir, la doctrina ha expuesto lo siguiente:

Por su parte, del constreñimiento ilegal debemos manifestar que se trata de un tipo penal subsidiario por naturaleza, en la medida en que solo se adecuará una conducta a su definición, en tanto no se adecue a otro tipo específicamente; pues, cuando es de la esencia del tipo que el autor de alguna manera coarte la autonomía de la víctima, como suele ocurrir con todos los delitos que exigen alguna manifestación de fuerza contra el sujeto pasivo…”
.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, se tiene que la tesis propuesta por la Fiscalía, y avalada por la víctima, desde un principio era errada, porque se cimentó en las bases consistentes en que el Sr. LUIS FERNANDO GÁLVEZ MONTOYA fue víctima de una persecución y de un hostigamiento laboral, propiciado de manera sistemática con la finalidad de que renunciara, por parte de la Sra. SVTO, a modo de represalia porque Él y otros funcionarios de la administración municipal no acudieron a un acto proselitista que tuvo lugar en horas de la tarde del 25 de octubre de 2.014, en la calle 20 # 10-18, en el que se lanzaban las candidaturas de las Sras. MARÍA MIRLEY BETANCOURT GRAJALES Y BEATRIZ EUGENIA RAMÍREZ RESTREPO, quienes respectivamente eran candidatas al Concejo Municipal y la Asamblea Departamental por el partido de la “U”.

De igual manera, la víctima siempre adujo que esas represalias se concretaron en una sobrecarga laboral del 300%; lo que, como se sabe, fue desmentido en el juicio por parte de la testigo DAMARIS QUINTERO LÓPEZ, quien expuso que pese a que la Sra. SVTO le dio unas órdenes para que sobrecargara laboralmente a LUIS FERNANDO GÁLVEZ, Ella hizo caso omiso de tales requerimientos, por cuanto decidió repartir el trabajo de manera equitativa. 

De lo antes expuesto se tiene que los supuestos actos de hostigamientos y de asechanzas a los que según la hipótesis de la Fiscalía fue sometido el agraviado, surgieron a modo de represalias por no haber hecho algo, o sea por el no acceder a los designios de la Sra. SVTO para que apoyara o colaborara con las aspiraciones electorales de dos precandidatas a unos cargos de elección popular. Lo que no compagina con las exigencias requeridas por los verbos rectores del delito de constreñimiento ilegal, los cuales, se circunscriben a que los actos de violencia, física o moral deben de tener la finalidad de obligar o constreñir al sujeto pasivo para que, en contra de su voluntad, haga algo que ha de suceder en el futuro o se abstenga de hacerlo, y no por algo que no hizo o dejó de hacer; como sucedió en el presente asunto, en el que al parecer, como ya se dijo, el agraviado fue víctima de una implacable persecución laboral orquestada por la Sra. SVTO a modo de retaliación por desobedecer o no atender sus exigencias proselitistas, o sea el colaborar electoralmente con las precandidatas cuyas aspiraciones electorales supuestamente eran apoyadas por la Sra. SVTO.  
Incluso, si nos atenemos a lo atestado por la Sra. DAMARIS QUINTERO LÓPEZ, se puede decir que la conducta enrostrada en contra de la Sra. SVTO no se puede catalogar como delictiva por ausencia de antijuridicidad material, porque ese comportamiento no afectó el interés jurídicamente protegido, que vendría siendo, en su calidad de objeto jurídico, la autonomía personal de la víctima. 

Decimos lo anterior porque, pese a que la Sra. DAMARIS QUINTERO LÓPEZ atestó que la Procesada le ordenó que le incrementaría la carga laboral al Sr. LUIS FERNANDO GÁLVEZ, con el protervo propósito de obligarlo a renunciar, de igual manera la testigo fue categórica en aseverar que no les prestó atención a los requerimientos efectuados por su jefa, y que por el contrario procedió a repartir las labores de manera equitativa. 

Tal situación nos permite inferir que con lo acontecido en momento alguno se afectó el interés jurídicamente protegido por cuanto, al no darse esa supuesta sobrecarga laboral, no se perturbó ni coartó la autonomía de la voluntad de agraviado quien en momento alguno fue obligado a hacer u omitir algo en contra de su voluntad o a tolerar algo que no compartía o que no era de su agrado. 
En suma, al encontrarnos en presencia de unos supuestos actos de hostigamientos fraguados por la Procesada a modo de retaliación porque el ofendido no hizo algo que Ella quería o pretendía que hiciera, lo que sucedió dentro de un escenario laboral, a lo que se le debía sumar que las pretensiones que perseguía la actora, en su calidad de superior jerárquico de la víctima, no eran otras diferentes que la de conseguir su renuncia, para la Sala no existe duda alguna que en el presente asunto nos encontramos en presencia de unos típicos actos de acoso laboral, en la modalidad de persecución, tipificados en el artículo 2º de la ley 1.010 de 2.006 en los siguientes términos: 
“Para efectos de la presente ley se entenderá por acoso laboral toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el trabajo, o inducir la renuncia del mismo…”.

Pero es de anotar que los actos de acoso laboral no fueron tipificados como delito sino como falta disciplinaria, como bien nos lo enseña el numeral 1º del artículo 10º de la ley de marras, lo cual nos quiere decir que no tendría ningún tipo de repercusión en el escenario del Derecho Penal de ser cierto todo lo que el agraviado ha dicho en contra de la procesada SVTO.
Por otra parte, en el lejano y remoto de los eventos en los que se tenga que la conducta endilgada a la Procesada no es atípica porque su proceder sí se adecuaba típicamente en el delito de constreñimiento ilegal, vemos que no podrían ser de recibo los reproches formulados por el apelante, los cuales se sustentan en la hipótesis consistente que el Juzgado de primer nivel no debió concederle credibilidad a lo atestado por las personas que declararon en favor de la Procesada, por tratarse de sujetos que militaban en el mismo grupo político, aunado a que la acusada fungió como jefe o superior jerárquica de dichos fulanos. 
Como lo aducimos, para la Sala la tesis del recurrente no tiene acogida porque parte de un supuesto errado al presumir que como consecuencia de los nexos laborales o de la militancia política que los testigos tengan con el Procesado, necesariamente van a declarar en su favor, faltando de esa forma a la imparcialidad, lo cual no es cierto porque la existencia de esos nexos en momento alguno se constituyen per se en razones suficientes como para descalificar o invalidar de manera automática la credibilidad que ameritarían los dichos de cualquier testigo que haya declarado bajo el influjo de algunas de esas circunstancias, porque lo único que implicaría es que las atestaciones dadas por un testigo que se encuentre en tales condiciones es que deban ser apreciadas con mayor rigor, sí partimos de la base consistente en que esas hipótesis se constituyen en motivos plausibles que pueden incidir para dudar o tener reservas de la imparcialidad de las atestaciones absueltas por el testigo, quien podría ser catalogados como “testigo sospechoso”, porque acorde con las reglas de la lógica y de la experiencia en un principio se podría esperar que la persona que se encuentre bajo la égida de tales circunstancias en el evento de declarar lo vayan a hacer solo con la intención de favorecer a sus amigos, parientes o conmilitones, o para perjudicar a sus enemigos, o acorde con sus sesgos o prejuicios. 

En tal sentido, la doctrina se ha expresado en los siguientes términos: 

“Los motivos de sospecha, genéricamente, pueden basarse en el interés presunto que el testigo tenga en el proceso por razón del parentesco, la enemistad grave, la amistad íntima o la dependencia económica del testigo respecto de las partes; en el carácter de apoderado o defensor de estas; en los antecedentes de deshonestidad, de simulaciones, en la habitualidad en declarar, etc. El artículo 217 de C. de P.C.
 ha establecido con otras palabras, la existencia de motivos para dudar sobre la veracidad de los dichos de una persona; pero no prohíbe que se le reciba el testimonio, solo que se juzgará con mayor severidad, pero puede resistir este riguroso enjuiciamiento y merecer plena credibilidad. Se puede decir, por ejemplo, que el pariente de una de las partes es testigo sospechoso y que su declaración la debemos juzgar con mayor rigor para merecer credibilidad.…”
.

Pero es de anotar que el análisis que se debe efectuar, con mayor rigor, de las atestaciones rendidas por los llamados “testigos sospechosos”, se ha de llevar a cabo en consonancia con el resto del acervo probatorio, tal como lo ordena el principio de “la unidad de la prueba” consagrado en el artículo 380 C.P.P., por lo que es factible que si las atestaciones del testigo considerado como “sospechoso” obtienen o no eco en el resto de las pruebas allegadas al proceso, tal situación repercutiría en que pueda ser positivo o negativo el grado de credibilidad o el poder suasorio que ameritaría lo declarado por el testigo catalogado como de “sospechoso”. 

En el caso subexamine, para la Sala no existe duda alguna que el Juzgado de primer nivel como consecuencia de haber apreciado de manera integral las pruebas allegadas al proceso, de manera atinada llegó a la conclusión de que la Procesada no incurrió en los actos de acoso laboral reprochados en su contra por parte del Sr. LUIS FERNANDO GÁLVEZ. 

- Conclusiones:

En suma, miradas las cosas desde diferentes ópticas, para la Sala no existe duda alguna que la procesada SVTO debía ser absuelta de los cargos endilgados en su contra porque: 

· Tal como atinadamente lo dijo el Juzgado de primer nivel, no existía duda alguna de la atipicidad del delito de constreñimiento al sufragante porque brillaba por su ausencia uno de los elementos normativos del tipo. 

· No se cumplían con los presupuestos para considerar que la conducta de la Procesada de manera subsidiaria se adecuaba típicamente en el delito de constreñimiento ilegal, porque al parecer los actos de violencia perpetrados en contra del agraviado se llevaron a cabo como retaliación por algo que no hizo o dejó de hacer y no para que hiciera algo o se abstuviera de hacerlo; sumado que ese tipo de comportamientos en momento alguno doblegaron su autonomía personal, lo que conspiraba de manera negativa en contra de la antijuridicidad del delito.
· Posiblemente en el presente asunto nos encontrábamos en presencia de unas conductas de acoso laboral, en la modalidad de persecución, las que no han sido tipificadas como delito sino como falta disciplinaria. 

· El Juzgado de primer nivel en momento alguno incurrió en los yerros de valoración probatoria denunciados por el recurrente. 

Siendo así las cosas, al no hallarle razón alguna a la tesis de la discrepancia propuesta por el apelante, a la Sala no le queda otra opción diferente que la de confirmar el fallo opugnado. 
Como anotación final se indicará que la notificación de la presente decisión no se realizará en audiencia de lectura de sentencia como lo establece la norma procesal penal, esto en atención a la situación de amenaza de contagio generada por la propagación del virus COVID-19, y siguiendo lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, y en lo consignado en el Decreto 417 de 2.020, en el que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional, ante la pandemia generada por el coronavirus; el Decreto 457 de 2.020 que fijó los parámetros de las normas del aislamiento obligatorio o cuarentena, y el Decreto # 806 de 2.020, que reguló la forma como se deben notificar los fallos, se tiene que tales normas obligan a que la presente decisión se le deba notificar a las partes e interesados vía correo electrónico por intermedio de la Secretaría, medio por el cual, de ser procedente, podrán interponer los recursos de ley en las oportunidades pertinentes.

En mérito de todo lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

PRIMERO:  CONFIRMAR la sentencia proferida el 28 de febrero hogaño por parte del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta localidad mediante la cual se absolvió a la procesada SVTO, de los cargos endilgados en su contra, los que estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de constreñimiento al sufragante.
SEGUNDO: DENEGAR por indebida sustentación el recurso de apelación interpuesto por la representación de la víctima en lo que atañe con los argumentos aducidos para expresar su discrepancia con la atipicidad del delito enrostrado a la procesada SVTO y su errónea calificación jurídica.

TERCERO: DISPONER que en atención a la situación generada por la pandemia de la propagación del virus COVID-19 y siguiendo lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, y en lo consignado en el Decreto 417 de 2.020, en el que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional y el Decreto 457 de 2.020 que fijó los parámetros de las normas del aislamiento obligatorio o cuarentena, esta decisión se le notificará a las partes e interesados por Secretaría vía correo electrónico, medio por el cual podrán interponer los recursos de ley que sean procedentes.  

CUARTO: DECLARAR que en contra de esta providencia de 2ª instancia procede el recurso de Casación, y en lo que atañe con la decisión de denegar el recurso de apelación interpuesto por la víctima, procede el recurso de queja. Dichos recursos deberán ser interpuestos y sustentados dentro de las oportunidades de ley. 
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MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
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